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1. INTRODUCCIÓN
El propósito del presente ensayo es determinar el papel asignado al convenio

colectivo en el sistema peruano de las fuentes del derecho, sobre todo en la Constitu-
ción misma, pero también en el resto del ordenamiento. Para estos efectos, resul-
ta indispensable abordar tres cuestiones previas al desarrollo del tema central.
Estas son las siguientes: 1) ¿Qué son las fuentes del derecho?, 2) ¿El convenio
colectivo es una fuente del derecho?, 3) ¿Hay un sistema de fuentes del derecho
en el Perú? Cada una de estas interrogantes va a dar lugar a un punto de este
ensayo. Seguidamente, se analizará los principales aspectos comprendidos en el
tema central. Por último, se formulará las principales conclusiones del estudio.

2. LAS FUENTES DEL DERECHO
De las numerosas definiciones del término «fuentes del derecho» que ofrece

la doctrina, consideramos que la aportada por Predieri -y transcrita en seguida-
contiene especial riqueza: «son los acontecimientos jurídicos (ya sean actos-fuen-
te o hechos normativos-fuente) que en un ordenamiento dan lugar a una norma,
de los que deriva la génesis o la causación -como creación, modificación o extin-
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ción- de normas consideradas como válidas en dicho ordenamiento» (1984, p.
169). De la definición escogida, se podría extraer el siguiente esquema:
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Dijimos que la definición proporcionada por Predieri resultaba especialmente
rica, porque de entrada permite comprender en el concepto todos los factores en
juego. Se trata, en primer lugar, de un acto normativo -como sucederá común-
mente-, que es el caso por excelencia de la ley, pero también de un hecho norma-
tivo, figura que refiere a la costumbre cuando posee naturaleza normativa.

En segundo lugar, el acontecimiento jurídico tendrá carácter de fuente del
derecho no sólo cuando cree o modifique una norma, sino también cuando la
extinga. De este modo, quedan acertadamente comprendidos entre los órganos
dotados de potestad normativa -denominados «fuentes en sentido propio» por al-
gunos autores (1)-, además del Poder Legislativo respecto de la ley y el Poder
Ejecutivo respecto del reglamento, que pueden crear, modificar o extinguir sus
formas normativas correspondientes - llamadas «fuentes en sentido traslativo»,
por los mismos autores citados-, también ciertos órganos facultados sólo para su-
primir normas sin reemplazarlas por otras: el Tribunal de Garantías Constituciona-
les que puede eliminar una ley inconstitucional y el Poder Judicial que puede hacer
lo propio con un reglamento inconstitucional o ilegal (arts. 298.1 y 295 Const.,
respectivamente).

Finalmente, la clave de la definición está constituida por el concepto de norma
(2), Predieri sostiene que es por los efectos de un acto que podemos distinguir si es
normativo -y, en consecuencia, fuente del derecho- o no: será normativo cuando
aquel tenga operatividad frente a todos los sujetos del ordenamiento (acto-fuente
de normas), y no lo será cuando sólo la tenga frente a quienes estén en una rela-
ción especial con el acto (acto-fuente de mandatos) (1984, pp. 169-170). Este
aspecto medular es compartido por la doctrina. Así, Alonso Olea precisa que «fuente
es una norma general y objetiva que se aplica a un conjunto indeterminado de
destinatarios, en virtud de consideraciones generales, no la regulación particular»
(1981b, p. 5). Y De la Villa, García Becedas y García- Perrote señalan que las
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normas son «preceptos abstractos (valoración hipotética de conductas), impersona-
les (mandatos sobre conductas y no sobre sujetos concretos) y generales (pluralidad
indeterminada de destinatarios)» (1983, p.9). De este modo, el contrato o la senten-
cia -coincidirán los autores mencionados- carecerán de naturaleza normativa.

3. EL CONVENIO COLECTIVO COMO FUENTE DEL DERECHO

El productor de normas por excelencia es el Estado. El órgano más destacado
en este campo debe ser el Congreso, que dicta las leyes con amplia «libertad
política de configuración de contenidos normativos» (García de Enterria y Fernández:
1984, p. 145). El Poder Ejecutivo expide reglamentos, autónomos únicamente en el
ámbito interno de la administración y ejecutivos para completar o desarrollar la ley
(García de Enterria y Fernández: 1984, pp. 204 y 209-215) y, por excepción, de-
cretos legislativos o medidas extraordinarias, condicionados a actos o hechos
habilitantes, respectivamente.

La autonomía privada, entendida como «el poder de la persona para reglamen-
tar y ordenarlas relaciones jurídicas en las que es o ha de ser parte» (Diez Picazo
y Gullon: 1982, p. 387), sólo es fuente productora de negocios jurídicos en el Dere-
cho Civil. En el Derecho del Trabajo, sin embargo, la autonomía colectiva plasma-
da «en la presencia de un poder normativo conjunto de empresarios y trabajadores
para la regulación de las relaciones laborales», es fuente válida de normas jurídi-
cas, que además constituyen «la principal particularidad de las fuentes en el Dere-
cho del Trabajo» (Martín Valverde: 1978, p. 5). La forma jurídica utilizada es el
convenio colectivo.

El convenio colectivo es definido por la Organización Internacional del Trabajo
como «todo acuerdo escrito relativo a las condiciones de trabajo y de empleo,
celebrado entre un empleador, un grupo de empleadores o una o varias organizaciones
de empleadores, por una parte, y por otra, una o varias organizaciones represen-
tativas de trabajadores, o en ausencia de tales organizaciones, representantes de
los trabajadores interesados, debidamente elegidos y autorizados por estas últimas,
de acuerdo con la legislación nacional» (art. 2.1 Recomendación 91). De los ele-
mentos comprendidos en la definición expuesta, nos interesa detenernos en uno: el
objeto o contenido del convenio colectivo.

La doctrina ha distinguido tradicionalmente entre las cláusulas normativas y
las obligacionales del convenio colectivo. El contenido normativo está «integrado
por las cláusulas y estipulaciones que regulan las relaciones de trabajo (condicio-
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nes de trabajo y empleo) de empresarios y trabajadores incluidos en la unidad de
negociación», mientras que el obligacional o contractual lo está «por cuantas cláu-
sulas definen y regulan las relaciones entre los sujetos negociadores o partes del
convenio de cara al cumplimiento del acuerdo» (Palomeque López: 1988, p. 323).

La distinción, sin embargo, para algunos, «habría de ser relegada... al desván
destinado a recogerlas construcciones jurídicas ya superadas», puesto que «el or-
denamiento jurídico atribuye eficacia normativa al convenio colectivo en su con-
junto» (Palomeque López: 1988, p. 324).

Si aceptáramos la diferencia entre el contenido normativo y el obligacional del
convenio colectivo, sería claro que sólo el primero constituiría una fuente del dere-
cho, ya que el segundo sólo lo sería de la obligación. Si la negáramos, toda la
materia del convenio colectivo, unitariamente, adquiriría el carácter de fuente del
derecho.

Nuestro ordenamiento contiene dos referencias básicas a la cuestión que nos
ocupa. La primera está consagrada en el primer párrafo del artículo 54 de la Cons-
titución: «Las convenciones colectivas de trabajo entre trabajadores y empleado-
res tienen fuerza de ley para las partes». Esta última expresión ha dado lugar a
diversas interpretaciones entre los autores nacionales.

Una primera posición es la de Pasco (a quien siguen Rubio y Bernales: 1983,
pp. 180-181), para quien se trata de «una declaración totalmente innecesaria»,
puesto que «las convenciones de todo tipo tienen fuerza de ley... [lo que] es un
axioma jurídico». Añade en seguida: «lo que caracteriza al contrato colectivo no es
su fuerza interpartes sino su fuerza más allá de las partes... que se obligue a
personas que no participaron en la concertación del contrato». Y concluye que la
expresión «fuerza de ley entre las partes está menoscabando su contenido, desvir-
tuando su naturaleza y en definitiva declarando una cosa innecesaria» (1980: pp.
89-90).

La segunda posición es formulada por Boza Pro, para quien «lo que ha querido
denotar el primer párrafo del artículo 54 de la Constitución es la fuerza normativa
del acuerdo alcanzado entre las partes colectivas», lo que a su vez «significa reco-
nocer en él una fuente de derecho» (1989: p. 223). Para este autor no debe con-
fundirse el carácter normativo o contractual del convenio colectivo, con su efica-
cia general o limitada, cuestión esta última que se refiere a su aplicación a toda o
parte de la unidad de negociación. Dice finalmente: «no... por el hecho de tener
naturaleza normativa un convenio colectivo, tendrá necesariamente que tener una
eficacia personal general» (1989: pp. 224-226).
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Nosotros nos inscribimos en la segunda corriente. Entendemos que la expre-
sión «fuerza de ley para las partes» alude a la naturaleza normativa del convenio
colectivo, bien sea sólo de su parte propiamente normativa o bien sea de su conjun-
to, según se adhiera a una u otra posición sobre la validez de la distinción entre las
cláusulas normativas y obligacionales (3). En definitiva, el convenio colectivo es
una fuente del derecho (al menos en su materia normativa), ya que sus mandatos
son generales, impersonales y abstractos, independientemente de que se apliquen
a todos los trabajadores integrantes de una unidad de negociación (en nuestro
medio, comúnmente el centro de trabajo) o sólo a los afiliados a la organización
sindical negociadora, directamente representados por ella (frecuentemente ocurre
lo primero).

La segunda referencia al carácter del convenio colectivo, la encontramos en
el Decreto Supremo 006-71-TR, preconstitucional, que regula el procedimiento de
negociación colectiva. De un lado, su artículo 2 lo define en los mismos términos
que la citada Recomendación 91 OIT, y del otro, diversos preceptos aluden a
rasgos normativos: su forma escrita (art. 2), su necesaria publicidad (arts. 40 y 41),
su carácter obligatorio (art. 42) y, sobre todo, su aplicación a las relaciones indivi-
duales o colectivas entre empleadores y trabajadores cuya representatividad ten-
gan las organizaciones o personas que hubiesen intervenido en el procedimiento
(art. 43). En consecuencia, también para el Decreto Supremo 006-71-TR el con-
venio colectivo es fuente del derecho objetivo y no sólo de derechos subjetivos,
como cualquier contrato.

4. EL SISTEMA DE LAS FUENTES DEL DERECHO EN EL PERÚ

La idea de sistema refiere a un conjunto de objetos relacionados entre sí,
regido mediante reglas propias. Sise trata del sistema de las fuentes del derecho,
estamos ante diversos tipos normativos que tienen una matriz común en la parte
orgánica de la Constitución -»fuente de fuentes» (Alonso Olea: 1982, p. 19), y se
encuentran enlazados unos con otros.

El sistema normativo ha sido gráficamente representado como una pirámide,
en la que del vértice a la base van apareciendo los distintos tipos normativos,
ordenados según su jerarquía (Kelsen: 1960, p. 147).

Predieri, recogiendo el esquema descrito, plantea una gradación de las fuentes
en cuatro niveles: 1) constitucional (en el que diferencia entre las fuentes
constitucionales fundamentales y las ordinarias, separación válida para el ordena-
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miento español del cual se ocupa, pero no para el nuestro); 2) primario, en el que se
hallan las fuentes con fuerza de ley; 3) secundario, referido al reglamento; y 4)
terciario, que comprende las «manifestaciones de la autonomía privada que esta-
blecen reglas válidads erga omnes» (1984; pp. 208 y 254).

En nuestro medio, Rubio Correa (1988: p. 148) distingue también cuatro gra-
dos, los tres primeros en coincidencia con Predieri (Constitución, leyes y regla-
mentos, respectivamente, comprendiendo a las normas equivalentes en los tres
casos), pero omite el de la autonomía privada (a la que, sin embargo, reconoce
virtualidad normativa, en el caso del convenio colectivo e incluso de los contratos;
pp. 210-211) e introduce, como cuarto nivel, el de la reglamentación regional. De
otro lado, García Toma establece ocho categorías: 1) la Constitución y tratados
sobre derechos humanos; 2) los tratados ordinarios; 3) las leyes; 4) las leyes regio-
nales o locales; 5) los decretos; 6) las resoluciones; 7) las resoluciones regionales
y locales; y 8) «las normas con interés de parte» (1988; pp. 163-164). Estas últi-
mas, incluyen a los contratos (p. 177). Como puede apreciarse, ninguno de los dos
autores nacionales mencionados, incorpora expresamente al convenio colectivo en
su esquema de frentes del derecho.

Adaptando la fórmula propuesta por Predieri a nuestro ordenamiento, pode-
mos, en nuestro concepto, distinguir los siguientes niveles:

1. Nivel Constitucional
1. Constitución (art. 87 Const.)
2. Ley de reforma constitucional (art. 306 Const.)
3. Tratado internacional sobre derechos humanos (art. 105 Const.)

2. Nivel primario
1. Tratado internacional, con prevalencia del de integración (arts. 101

y 106 Const.)
2. Ley orgánica u ordinaria (arts. 194 y 186.1 Const.)
3. Resolución legislativa (art. 186.1 Const. )
4. Reglamentos del Congreso y de las Cámaras (art. 177 Const.)
5. Decreto Legislativo (arts. 188 y 211.10 Const.)
6. Medida extraordinaria (art. 211.20 Const.)
7. Norma emanada del órgano legislativo del gobierno regional o lo-

cal (art. 298.1 Const.)
8. Convenio colectivo de trabajo (art. 54 Const.)
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9. Sentencia del Tribunal de Garantías Constitucionales que declare la
inconstitucionalidad de una ley o norma equivalente (arts. 298.1, 300
y 302 Const.)

3. Nivel secundario
1. Reglamento del Poder Ejecutivo (arts. 211.11, 295 y otros Const.)
2. Norma emanada del órgano ejecutivo del gobierno regional o local

y otros (art. 295 Const.)
            3. Sentencia del Poder Judicial que declare la inconstitucionalidad o

¿legalidad? de un reglamento o norma equivalente
       4.   Nivel terciario
            1. Reglamento interno de trabajo

2.   Costumbre normativa

Queremos resaltar tres cuestiones. La primera es que la base general de la grada-
ción está en el artículo 87 de la Constitución, que subordina la ley a la Constitución
y el reglamento a la ley, separando claramente tres niveles. La segunda es que la
atribución a cada tipo normativo específico de un determinado nivel, opera a veces
por mención expresa de la Constitución (como es el caso de los tratados interna-
cionales, los reglamentos del Congreso y de las Cámaras, los decretos legislativos,
los convenios colectivos, etc.), pero otras hace falta deducirlo de la vía prevista por
aquella para su impugnación (de este modo estarían en el nivel primario las normas
que se impugnan por acción de inconstitucionalidad y en cl secundario aquellas
para las que se debe utilizar la acción popular); por último, en el caso de otras,
como las medidas extraordinarias, es más bien por vía jurisprudencial y doctrinaria
que se les asigna cierto nivel. Y, finalmente, la tercera cuestión es que los grados
están fijados con amplitud, no suponiendo necesariamente una equivalencia exacta
entre las normas que los integran, sino admitiendo relativas preeminencias.

En el caso del convenio colectivo, estamos ante una norma emanada de la
autonomía privada, razón por la cual le correspondería en principio el nivel tercia-
rio, conforme a la gradación establecida por Predieri. Sin embargo, nuestra Cons-
titución al atribuirle «fuerza de ley para las partes», no sólo le está determinando
una naturaleza normativa sino que le está fijando un especifico nivel jerárquico,
como antes hemos sostenido. La expresión «fuerza de ley» sólo es utilizada en
nuestro texto constitucional en otras dos oportunidades (arts. 177 y 211.10, refe-
ridos a los reglamentos del Congreso y de las Cámaras y los decretos legislativos,
respectivamente), siempre como remisión de una ubicación en la escala normativa.

El convenio colectivo en el sistema peruano de las fuentes del derecho
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5. EL PAPEL DEL CONVENIO COLECTIVO EN EL SISTEMA PE-
RUANO DE LAS FUENTES DEL DERECHO

Tenemos dicho hasta ahora que la expresión «fuerza de ley para las partes»
que el artículo 54 de la Constitución utiliza para referirse al convenio colectivo,
significa la atribución tanto de un carácter normativo como de un determinado
nivel jerárquico. Nos interesa ahora abordar la cuestión de la relación entre esta
norma especial del Derecho del Trabajo y las demás normas comunes a todo el
ordenamiento, sobre todo la ley, en nuestro sistema jurídico.

De la Villa, García Becedas y García-Perrote sostienen que debido al reconoci-
miento de potestad normativa de los sujetos sociales puede hablarse en el
ordenamiento de un «pluralismo jurídico» y agregan que ello significa «situar in-
equívocamente el poder normativo de los grupos sociales (a través de la negocia-
ción colectiva) al mismo nivel, en cuanto a su origen, que el otorgado al Estado (a
través de sus potestades legislativa y reglamentaria)» (1983, p. 11).

¿Cómo se relaciona, pues, el convenio colectivo con la ley, si ambas descien-
den directamente de la Constitución misma -expresión empleada por los autores
citados-y tienen igual nivel? «La primacía normativa del Estado es un hecho»,
afirman los tratadistas españoles, con los que venimos trabajando (p. 12). ¿Pero,
cuales son sus funciones y sus límites respecto de la autonomía colectiva?

Nuestra Constitución le encarga al Estado tres funciones concretas en mate-
ria de autonomía colectiva: 1) garantizar el derecho a la negociación colectiva; 2)
señalar los procedimientos para la solución pacífica de los conflictos; y 3) resol-
ver las controversias entre las partes cuando no hubiera acuerdo entre ellas. En
definitiva, el Estado debe regular el procedimiento negocial, lo que podría com-
prender-además del procedimiento propiamente dicho- la regulación sobre los su-
jetos, ámbitos y contenidos negociales; puede también dirimir cada específica con-
troversia en la que no se hubiera arribado a un arreglo directo entre las partes; y,
finalmente, al realizar los actos anteriores debe cuidar siempre de garantizar el
ejercicio del derecho en todas sus fases, así como debe emprender las acciones
necesarias para la plasmación de ese mandato. El instrumento de acción estatal es
en el primer caso la ley, en el segundo sendas resoluciones y en el tercero diversas
políticas y medidas públicas.

Es claro, entonces, que cl Estado no puede abstenerse en materia de negocia-
ción colectiva, pero lo es también que su indispensable intervención debe en todos
los casos producirse dentro de los marcos fijados por la Constitución. En lo que
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respecta a la regulación del procedimiento y a la dirimencia de los desacuerdos, los
límites de la actuación estatal están dados por el respeto a la autonomía colectiva,
que supone dejar amplios márgenes para la negociación directa y abrir alternativas
a la solución por el Estado de los conflictos, como el arbitraje voluntario. En lo que
respecta a la garantía de la negociación colectiva, ella debería materializarse en
una legislación promocional.

Un terreno ideal para el análisis de la relación entre la ley y el convenio colec-
tivo, es el de las materias que pueden ser normadas por una y otro. La ley puede
ocuparse de todo, especialmente de la regulación de los derechos fundamentales.
El convenio colectivo está circunscrito a la materia laboral, espacio en el cual
coincidirá con la ley. Es, pues, en este campo donde deben establecerse las rela-
ciones entre estas normas.

La doctrina ha descubierto diferentes modelos de relación entre la ley y el
convenio colectivo. Así, para Martín Valverde «el ensamblaje de la autonomía
colectiva con la legalidad estatal podría realizarse mediante una determinación por
parte de esta última de los campos normativos de una y otra», figura que «no se
suele dar en la realidad de los ordenamientos de manera rigurosa». Y agrega: «la
más frecuente en los sistemas jurídicos que nos sirven de punto de referencia es
una fórmula intermedia en la que se combinan una reserva legal reducida, junto
con la posibilidad jurídica de regulación por doble vía, estatal y colectiva, del resto
(la mayor parte) de las materias laborales, y un reparto efectivo de tareas norma-
tivas entre una y otra, muy flexible y cambiante en el tiempo» (pp. 5-6). Para este
autor, cabría identificar hasta cuatro posibles tipos de relación en este campo: 1)
supletoriedad de la ley respecto del convenio colectivo, que comúnmente consisti-
rá en una ley mínima que permite su apartamiento por un convenio colectivo me-
jor; 2) conflicto entre ambas, cuando hubiera regulación simultánea por preceptos
incompatibles, que debería resolverse con el principio de norma más favorable; 3)
complementariedad, en la cual los preceptos se articulan completándose entre sí; y
4) suplementar edad, en la cual una norma mínima, que será la ley, experimentará
su mejora por otra, que será el convenio colectivo (pp. 8-14).

Valdes Dal-Re reconoce también cuatro modelos diferentes: 1) superposición,
en el cual los ámbitos coinciden, correspondiendo al convenio colectivo mejorar lo
fijado por la ley; 2) distribución funcional, en el cual la ley establece las bases y el
convenio colectivo específico; 3) distribución por razón de la materia, donde cada
norma regula en forma exclusiva ciertas materias; y 4) interacción permanente, en
el que hay una dinámica continuidad entre las normas (1985, p.9).

El convenio colectivo en el sistema peruano de las fuentes del derecho
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¿Cual de estos modelos existe en nuestro sistema jurídico? La respuesta debe-
ría distinguir la materia salarial de las demás materias laborales. Respecto de las
últimas, opera entre nosotros la figura denominada suplementariedad por Martín
Valverde y superposición por Valdes Dal-Re. Respecto de la primera, en cambio,
el Estado normalmente no interviene para fijar los incrementos remunerativos de
los trabajadores sujetos a negociación colectiva, limitándose a establecer la cuan-
tía de las remuneraciones mínimas vitales y los aumentos salariales del sector de
trabajadores no sujeto a negociación colectiva. Tendríamos aquí, pues, de hecho
aunque no legisladamente, una suerte de reparto de competencias.

Excepcionalmente, sin embargo, el Estado sí interviene respecto del primer
sector, pero más bien para controlar los incrementos salariales, por vía de medidas
extraordinarias. Nosotros consideramos inapropiada esta vía, porque está reserva-
da constitucionalmente a materia «económica y financiera», que en concordancia
con lo sostenido por Eguiguren no comprende la laboral (1990: p. 230). Pero ¿po-
dría hacerlo por ley? Este tema nos remite a los máximos de derecho necesario -
en este caso, plasmados en topes salariales- que la doctrina discute polarizadamente
si caben o no (4); consistentes en que la «negociación colectiva puede regular la
materia en cuestión, pero no es libre de establecer cualquier contenido regulador»
(García Perrote Escartin: 1987, p. 287).

El Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo
los admite, pero sujetos a las siguientes condiciones: 1) la intervención del Estado,
con el fin de subordinar la negociación colectiva a la política económica del gobier-
no, es incompatible con la libertad sindical (pfo. 636); 2) también lo es, la interven-
ción estatal que tenga por efecto impedir el cumplimiento de convenios colectivos
ya celebrados (pfos. 640 y 642); 3) una política de estabilización impuesta por el
gobierno que afectará la libertad de las partes en la negociación colectiva, debería
ser excepcional, limitada a lo necesario, no exceder de un período razonable e ir
acompañada de garantías adecuadas para proteger el nivel de vida de los trabaja-
dores (pfos.641 y 642); y 4) sí pueden aplicarse mecanismos tendientes a que las
partes tengan voluntariamente en cuenta la política económica del gobierno y el
interés general; a) consultas, b) concertación social, y c) procedimientos que pro-
movieran la revisión voluntaria del convenio por las partes; pero, en todo caso,
debería utilizarse la persuación y no la compulsión, en el entendido de que las
partes son libres para adoptarla decisión final (pfo. 644). En nuestro ordenamiento,
la planificación concertada (art. 111 Const.), sería una vía idónea para la ejecución
de estas eventuales limitaciones a la autonomía colectiva.
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6. CONCLUSIONES
1. Los sujetos laborales tienen como manifestación de su autonomía colec-

tiva, la potestad de producir normas, denominadas convenios colectivos, que cons-
tituyen fuentes del derecho.

2. Los convenios colectivos tienen en nuestro ordenamiento «fuerza de ley
para las partes» (art. 54 Const.), en el doble sentido, de 1) naturaleza normativa, y
2) nivel primario. Casi siempre, poseen además eficacia general sobre todos los
integrantes de la unidad de negociación.

3. Nuestra Constitución no establece en forma expresa y completa un siste-
ma de fuentes del derecho, aunque los elementos centrales de éste pueden dedu-
cirse de algunos de sus principales preceptos, por vía directa (atribución expresa
de un nivel jerárquico) o indirecta (según la acción prevista para la impugnación de
la norma).

4. La ley y el convenio colectivo tienen su fuente en la Constitución misma,
reconociéndose una preeminencia relativa a la primera sobre el segundo, pero con
el límite de la garantía del derecho impuesta por la Constitución al Estado.

5. En circunstancias normales, la ley fija beneficios mínimos que el conve-
nio colectivo mejora, en materia laboral no salarial. En esta última, se constata más
bien un cierto reparto de competencias de hecho, en virtud del cual el Estado no
interviene en la regulación salarial de los trabajadores sujetos a negociación colec-
tiva. Excepcionalmente, el Estado impone topes salariales a la negociación colec-
tiva, desbordando los marcos constitucionales.
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Notas:

(1) Ver: ALONSO OLEA (1981 a, p. 413) y DE LA VILLA, GARCÍA
BECEDAS Y GARCÍA PERROTE (1983, p. 9).

(2) Entre nosotros, RUBIO CORREA ha puesto de manifiesto esta característi-
ca: «fuente formal de Derecho es aquel procedimiento a través del cual se
produce, válidamente, normas jurídicas»(1988, p. 115).
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(3) Y pensamos que alude también a su ubicación en un específico nivel en la
jerarquía normativa, que es el ocupado por la ley, asunto que trataremos en el
punto 5 de esta monografía.

(4) Ver al respecto el interesante número monográfico de la Revista de Trabajo
del Instituto Estudios Laborales y de la Seguridad Social, en el que los Depar-
tamentos del Derecho del Trabajó de las Universidades españolas responden
a la pregunta: «¿ Es constitucional el establecimiento por ley, orgánica u ordi-
naria, de techos salariales para la negociación colectiva?». Los enfoques tan
variados son reveladores de la dificultad de formular una respuesta enfática y
concreta.


